Carátula 
(Asisten el señor Ministro de Turismo y Deporte y asesores) 
SEÑOR PRESIDENTE (Heber).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 15) 


La Comisión Especial de la Comisión Permanente tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Turismo y Deporte, a la doctora 
María Eugenia Lamas y a los profesores Ernesto lrureta, Fernando Cáceres y Nicola Cetraro, quienes fueron invitados a raíz de 
que recibiéramos la visita de una delegación de Inspectores de Educación Física -supongo que habrán recibido la versión 
taquigráfica de esa sesión- que vino a plantearnos una serie de inconvenientes. La función de esta Comisión Especial es mediar y 
tratar de acercar las partes, si es factible. Hemos escuchado una campana y ahora queremos escuchar la otra, a fin de formarnos 
una opinión al respecto e interceder, si es del caso. 


Agradecemos la deferencia del señor Ministro porque, a pesar de que sabemos que tiene una temporada bastante agitada y 
problemas regionales que no son chicos, se ha prestado a escuchar estas inquietudes desde el Parlamento en función de las 
delegaciones que nos han pedido audiencia. 


SEÑOR MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTE.- Agradezco las palabras del señor Presidente, pero el gusto es nuestro por venir a 
esta Comisión Especial, a los efectos de exponer la visión del Ministerio acerca de este tema importante. La Secretaría tuvo la 
deferencia de permitirnos optar entre la comparecencia personal o la de alguno de los jerarcas pero, sinceramente, sentimos la 
responsabilidad personal, política y hasta ética de concurrir, porque el tema es complejo y lo tenemos a estudio desde hace 
bastante tiempo. Además, es casi paradigmático en el sentido de que a veces un error de carácter administrativo, seguramente 
formal, probablemente menor y seguramente involuntario, puede tener consecuencias realmente muy importantes con el correr del 
tiempo, tanto en el plano administrativo, de funcionamiento de determinada estructura, como en el plano personal, particular, 
afectando los sentimientos de los seres humanos que están detrás de cada funcionario público y en especial de un cuerpo de 
Inspectores de Educación Física del que el país se siente orgulloso y al que tanto debemos. 


Hemos venido acompañados por el señor Director General de Deporte, profesor Fernando Cáceres, por el señor Director de 
Promoción Deportiva y Coordinación Institucional, profesor Ernesto Irureta, por el Director del Área de Infraestructura Deportiva, 
profesor Nicola Cetraro y por la Directora del Área Jurídica, doctora María Eugenia Lamas. 


Si el señor Presidente me permite, luego de hacer esta breve presentación acerca de la naturaleza del tema, preferiría que el 
profesor Irureta hiciera un informe, en función de que el equipo de trabajo del Ministro -que tomó conocimiento de este tema al otro 
día de haber asumido funciones, es decir, el 2 de marzo del año próximo pasado- ha venido realizando un seguimiento del 
problema y me consta que ha estado poniendo toda su energía intelectual y su responsabilidad, no solo para mantener un clima de 
diálogo -que nunca se ha perdido- sino para buscar soluciones a este asunto realmente complejo. 


Leyendo la versión taquigráfica que la Subcomisión tuvo a bien enviarnos, podría quedar destacado como que hubo una 
negligencia de nuestra parte para atender la solicitud de entrevista de la delegación de inspectores que oportunamente fueron 
llamados a ocupar los cargos por concurso. Lamento que pueda interpretarse así, en la medida en que nuestro estilo de gestión - 
creo que le consta al Presidente y al resto de los integrantes de la Subcomisión- siempre ha sido tener la mejor disposición de 
diálogo, y de escuchar a todas las partes, ya sea que representen a los sindicatos o a los funcionarios que vivan situaciones como 
la presente. 


Nuestra solicitud formal de entrevista coincide exactamente con el día que este grupo concurre a esta Subcomisión. Quiero 
informar que hoy a la hora 13 tendremos una entrevista formal con ellos en nuestra sede ministerial. 


Hechas estas breves aclaraciones, quiero conceder la palabra al señor Irureta para que haga un breve repaso, y nosotros 
quedaremos a la orden para responder las preguntas pertinentes. 


SEÑOR IRURETA.- Quiero agradecer la posibilidad de explicar nuestra visión acerca de este problema al que hoy nos 
enfrentamos. 


Como se sabe, estamos enfrentados -así se desprende de la versión taquigráfica, y ya lo explicaron en esta Subcomisión los 
inspectores- a un problema que se origina en un llamado a concurso para ascenso al cargo de inspectores de Educación Física, 
realizado en octubre de 2003, que finalmente se falla en mayo de 2004. Este llamado se hace para proveer 18 vacantes de 
inspectores, 10 reales, para el interior -para seis o siete departamentos- y 8 eventuales para Montevideo. Como resultado de este 
concurso, estos cargos son ocupados, y cuando se produce la homologación en junio del 2004 del fallo del tribunal, durante un año 
queda abierto el resultado ante la posibilidad de se produzcan nuevas vacantes y sean ocupadas por quienes hayan aprobado el 
concurso, de acuerdo con un "ranking". Hasta el último día de plazo se dieron seis cargos de inspectores más. Quiere decir que por 
este concurso se dieron 24 cargos de inspectores, que se otorgaron durante el llamado y el año de homologación posterior. 


Este trámite transcurrió aparentemente con normalidad, pero deberíamos aclarar que dentro de la normalidad de un trámite 
administrativo este llamado a concurso fue objeto de varios recursos administrativos, que están dentro de las potestades de los 
funcionarios y amparados por la legislación vigente. Hubo al menos cuatro recursos significativos y, en términos generales, 
podríamos hablar de dos grandes motivos para su presentación. Uno de ellos se relaciona con algunos docentes que se vieron 
perjudicados por el análisis de los méritos del concurso de méritos y oposición. 


Algunos docentes -ya sea en un caso individual, como en otro grupal- presentaron recursos por considerar que el análisis de los 
méritos no estaba de acuerdo con lo que consideraban pertinente. 


Otro de los casos -en el que me voy a detener más- está vinculado al llamado en sí mismo. Originalmente, el llamado del 6 de 
octubre de 2003 fue para 10 cargos reales y 8 eventuales, y discriminaba dónde se ocuparían esos cargos -algunos en el interior y 
otros en Montevideo- pero en ningún momento menciona que los postulantes deberían inscribirse exclusivamente para un solo 
departamento. Era un llamado general, donde se detalla cuáles serían los destinos, pero no se estableció que el postulante debería 
inscribirse para un solo departamento. Eso es así, a tal punto que promediando los 20 días del plazo de inscripción, que era de un 
mes, el doctor Ferrari necesita hacer una segunda resolución aclaratoria del llamado. Allí sí se especifica que los postulantes 
deberán inscribirse para un solo departamento. Es decir que podrán concursar para Canelones, Florida, Montevideo, pero no 
pueden presentarse en más de un departamento. Es importante detenerse en esto porque la sola necesidad de hacer una 
aclaración deja explícita o implícitamente claro que hubo necesidad de hacer una corrección en lo que respecta al primer llamado 


Este segundo grupo de recurrentes, compuesto por cinco profesores, solicita que el acta final elaborada por el Tribunal del 
concurso y homologada por la resolución final, se labre haciendo una única lista nacional, una suerte de "ranking" en una única 
lista, de acuerdo con los resultados del concurso, y no como se hizo, es decir, una lista por departamento. Es decir que una vez 
terminado el concurso se labró un acta final por cada uno de los departamentos en los que se iban a ocupar cargos, de acuerdo 
con cómo se habían inscripto. Estas personas alegan que el llamado original fue hecho en forma genérica, abierta, sin especificar 
el departamento. 


El 2 de marzo nos encontramos con que algunos docentes que componen el mismo grupo que se reunió aquí con ustedes son 
profesores que ascendieron al cargo de inspectores, quienes, en el caso de que este concurso cayera, se verían perjudicados 
porque hace más de un año y medio vienen ocupando sus puestos de trabajo como inspectores, por supuesto, con una carrera 
docente de por medio y con salarios conforme a los cargos que ostentan. Ellos perderían esa condición y se verían enfrentados a la 
eventualidad de concursar nuevamente para el cargo para el cual ya concursaron. 


El 2 de marzo de 2005, ellos nos explicaron su problema y tomamos conocimiento de esta situación. En ese momento, nos 
encontramos con que, efectivamente, el expediente que había sido trasladado a Asesoría Jurídica de Presidencia de la República 
había vuelto al entonces Ministerio de Deporte y Juventud para notificar a los cinco profesores que habían iniciado el recurso y para 
dar vista a todos los interesados. A mediados de febrero de 2005 se hizo la notificación y a partir del 2 de marzo se estaba 
cumpliendo con el proceso de dar vista a todos los interesados. 


Ese mismo día, enterados de una posible resolución favorable a los recurrentes en base al primer informe elaborado por el doctor 
Rivero, que alertaba sobre la posibilidad de que el concurso cayera, pidieron una reunión con nosotros. A partir de ese momento, 
tomamos conocimiento de la situación. 


En primer lugar, como no teníamos el expediente porque luego de dar vista a los interesados volvió a la Presidencia de la 
República, a partir del mes de mayo, lo solicitamos para poder conocerlo; lo tuvimos unos pocos días y luego lo devolvimos a la 
Presidencia. 


Debemos explicar que todos los recursos presentados fueron de revocación y jerárquico. Los dos que ya están fallados son de 
revocación y jerárquico y fueron en primer lugar estudiados por la Asesoría Jurídica del entonces Ministerio de Deporte y Juventud 
donde no se les hizo lugar. La resolución en la que se establecía el fallo negativo fue firmada por el entonces Ministro interino de 
Deporte y Juventud, doctor Pedro Bordaberry. No lo firmó, aunque pudo haberlo hecho, el doctor Ferrari; no tenía por qué hacerlo. 
Como son recursos de revocación y jerárquico, debe continuarse con el expediente pasando a la instancia inmediatamente superior 
desde el punto de vista jerárquico, por lo que son enviados a la Asesoría Jurídica de Presidencia de la República. 


En la versión taquigráfica de la reunión que mantuvieron con ellos, se hizo mención a una posible omisión tanto de parte del 
entonces Ministro Bordaberry como del actual Ministro, doctor Lescano. Debemos decir que el Ministro Bordaberry no tuvo ninguna 
omisión porque interviene directamente firmando una resolución. Es decir que hubo una intervención directa con relación a los 
expedientes en curso. Por lo tanto, es fácilmente constatable que no hubo omisión. 


Con relación a la posible omisión del doctor Lescano, debo decir que él estaba imposibilitado de intervenir. Cuando el doctor 
Lescano y el equipo aquí presente tomamos posesión del cargo, el expediente se encontraba en la Asesoría Jurídica de la 
Presidencia de la República. Por lo tanto, no había posibilidades de intervención de ninguna naturaleza. No hubo posibilidad de 
intervención hasta el 3 de noviembre, día en que el Presidente de la República firma la resolución, el fallo final de ese expediente 
en particular. No obstante ello, sí hubo intervención en ese período una vez conocido el tenor del informe del doctor Rivero, que fue 
avalado por sus superiores y al que se le da vista en el Ministerio de Deporte y Juventud, debido a la preocupación por lo que se 
podría originar en el caso de que este concurso cayera. Tengamos en cuenta que luego de un año y medio de ocupar sus cargos 
aparece la posibilidad de que los efectos de este concurso caigan por razones formales, provocando perjuicios a las personas tanto 
en el plano económico como en el de la carrera funcional, ya que se podían ver enfrentadas a la posibilidad de no continuar en ese 
cargo, teniendo que volver a concursar. Es decir que el perjuicio es importante. Pero no se trata solamente de eso pues los lugares 
que ellos dejaron vacantes cuando ascendieron al cargo de inspector, siendo en ese momento jefes de servicio, pasaron a ser 
ocupados por otras personas a través de un segundo concurso. Por lo tanto, nos vemos enfrentados a una situación difícil. 


Debemos decir claramente que este concurso va a caer porque no hubo uno sino dos fallos. Con relación a los cuatro expedientes 
presentados, dos tuvieron un fallo favorable a los recurrentes. En el fallo se indica que deben retrotraerse las actuaciones al 
momento anterior en que fueron iniciados los recursos. Esto significa que el concurso debe anularse. 


En su momento concurrimos con la doctora Lamas a la Asesoría Jurídica de la Presidencia de la República para interiorizarnos de 
los pormenores en el tratamiento de estos recursos, por supuesto, dando las explicaciones del caso en cuanto a que de ninguna 
manera íbamos a entrometernos en el análisis que allí se estaba haciendo. Simplemente, queríamos informarnos acerca de los 
posibles perjuicios que la caída de este concurso podía provocar a la Administración, inclusive, de la eventualidad de que el Estado 
se viera enfrentado a posibles demandas por daños ocasionados a profesores ya ascendidos a inspectores 


Cuando concurrimos a dar todas las explicaciones del caso nos escucharon con toda atención y no pudimos hacer más. Esta es 
una situación que debe analizar el Asesor Jurídico. Simplemente, intercambiamos opiniones al respecto y quedamos a la espera 
del fallo. Los fallos -que fueron dos, uno el 3 de noviembre y el otro el 16 de noviembre- son del mismo tenor. 


En el transcurso de este período, desde el 2 de marzo hasta el 30 de diciembre de 2005 -creo que ese día fue la última reunión- 
accedimos a reunirnos cada vez que los diferentes docentes involucrados nos lo solicitaron. No solamente mantuvimos esas 
reuniones sino que también convocamos a los diferentes grupos de docentes o docentes en particular involucrados en esos 
recursos presentados. Además, el grupo de docentes que ascendió al cargo de inspector y que ve amenazada su posición fue 
recibido por esta Comisión del Parlamento. Es decir que, por lo menos, se trata de cinco grupos que hemos atendido y en su 
momento convocado para mantener distinto tipo de reuniones. No solamente mantuvimos reuniones con ellos sino también con sus 
abogados asesores quienes los representan en cada uno de los recursos presentados. 


Ante el conocimiento del fallo de este primer recurso presentado, de fecha 3 de noviembre de 2005, nuevamente concurrimos a la 
Asesoría Jurídica de Presidencia de la República. En esa instancia hablamos con el doctor Alvaro Riccino y planteamos la inquietud 
de solicitar asesoramiento con respecto a cómo actuar con relación a la ejecución del fallo dada la difícil situación en la que se ve 
enfrentada la Administración. Analizamos extensamente todas las posibles vinculaciones, porque hacer caer el concurso implicaría 
que esos inspectores retornaran a ocupar el cargo de Jefes de Servicio, que ya no están vacantes. Entonces, tratamos de buscar 
algunas soluciones, que existen. Ante la eventualidad de la caída del concurso -por supuesto, la determinación de la Administración 
no obliga a este fallo- debemos decir que se va a proceder a un nuevo llamado a concurso porque necesitamos los inspectores. La 
suspensión de ejecución y el acatamiento de los dos fallos se dará hasta tanto este nuevo llamado a concurso sea solucionado 
administrativamente. Es decir que se dejará en suspenso la ejecución, se mantendrá a los inspectores en sus cargos y se 
procederá a un nuevo llamado en la línea de otorgar otra vez los cargos que, en ese caso, estarían nuevamente vacantes. 


Asimismo, mantuvimos reuniones con los involucrados para comunicarles el fallo. Trabajamos intensamente en la búsqueda de una 
posible solución que no implicara la anulación del concurso, respetando, por supuesto, los fallos dictados. Para esto, mantuvimos 
contacto tanto con los asesores de Presidencia de la República como con los profesionales actuantes representantes de los 
recurrentes en cada uno de los casos. Luego de varias reuniones, todos entendimos que la única posibilidad de llegar a una 
solución diferente implicaba que absolutamente todos los involucrados en esta situación depusieran por escrito la actitud de recurrir 
frente al concurso realizado. Esa era la única posibilidad que teníamos para modificar ese fallo. Si no se mantenía en pie ninguno 
de los recursos presentados, podíamos buscar una solución alternativa que implicara no realizar nuevamente el concurso, ver qué 
se haría en el caso de futuras vacantes en cada una de las situaciones y si esto contemplaba las aspiraciones de los distintos 
recurrentes. 


Luego de varias entrevistas -tanto con nosotros como con cada uno de los doctores con sus representados- el 29 o 30 de diciembre 
mantuvimos una última reunión en la que tres representados estaban de acuerdo con renunciar al recurso presentado, pero no así 
uno de ellos. Después de dos horas de reunión para llegar a una solución, entendimos que no era posible otra cosa más que la 
aplicación de los fallos y la anulación de este concurso. 


En síntesis, ese fue el manejo de la situación a la que en estos diez meses y medio se intentó encontrar una solución 


Debemos resaltar que esta Administración no tuvo posibilidades de intervenir porque esta situación data de octubre de 2003, con 
recursos presentados a partir de mediados de 2004. Entonces, no estaba en nuestras manos poder intervenir más que en todo este 
esfuerzo que hemos realizado en el año 2005 en la búsqueda de alguna solución. Legalmente, no teníamos ninguna posibilidad de 
intervenir 


Dos de los expedientes ya estaban en la Asesoría Jurídica de Presidencia de la República donde, como ustedes saben, no 
tenemos posibilidades de intervenir. 


SEÑORA LAMAS.- El informe del Director Irureta fue muy detallado con respecto a todos los acontecimientos que tuvieron lugar en 
este caso. 


Simplemente, quiero aclarar que creemos que tanto los profesores que recurrieron como los inspectores que actualmente están en 
sus cargos por ese llamado a concurso, son víctimas de algunos errores de la Administración. El recurso jerárquico a que hizo lugar 
Presidencia de la República es bien claro: se trata de defectos formales insubsanables; esos defectos anulaban todo el llamado. Y 
ellos refieren a que cuando se hizo el llamado, en la segunda resolución del doctor Ferrari, se hacía la aclaración de que debía ser 
por departamento. Esto no está mal si hubiese sido notificado de la misma forma que se hizo con el llamado original, es decir, con 
publicación en la prensa y con notificación, pero no se hizo. Simplemente, cuando la gente se inscribía se le comunicaba que había 
salido una resolución publicada en la cartelera del Ministerio que decía que debían inscribirse para un solo departamento. 


Por lo tanto, Presidencia de la República entendió que como no todos fueron notificados de esa forma, se trataba de errores 
insubsanables que anulaban todo. 


SEÑOR MINISTRO DE TURISMO Y DEPORTE..- Creo que el informe del doctor Irureta fue muy prolijo, así como el complemento 
de la doctora Lamas, para poder explicar a la Comisión lo que señalábamos al principio, es decir, la complejidad de esta situación y 
la tensión que se siente como jerarca al tener que administrar estas situaciones. Los señores Legisladores conocen nuestra 
disposición a agotar todas las instancias posibles en la búsqueda de una solución, pero también la Administración debe actuar 
cumpliendo con las resoluciones. En este caso estamos ante dos resoluciones firmadas por el señor Presidente de la República, y 
dos fallos de la Asesoría Jurídica de la Presidencia de la República. En consecuencia, la idea que tenemos es la de poder trasladar 
a los involucrados, en esta reunión que anunciamos para la hora 13 de hoy, lo que señalaba el profesor Irureta, es decir, el 
acatamiento, como corresponde, de estas resoluciones y poder conversar y estudiar la mejor forma de determinar la fecha, la 
naturaleza y los alcances del llamado a concurso respectivo. 


Estamos a las órdenes para evacuar las dudas de los señores Legisladores. 
Muchas gracias. 
SEÑOR SIGNORELLI.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida al señor Ministro y a sus asesores. 


Recibimos varios planteos de distinta índole y a mí me tocó analizar un poco -no soy experto en este tema- este problema 
planteado que nos duele profundamente y, en ese sentido, nos causa una enorme satisfacción escuchar la preocupación y el dolor 


del señor Ministro, del profesor Irureta y de la doctora Lamas 


Creo que el profesor es miembro del Departamento de Educación Física. Nosotros tenemos profundo respeto por todos los 
concursos y hemos hecho algunas averiguaciones de si había algún precedente en cuanto a la anulación de un concurso de este 
tipo. 


En el análisis que tenemos, y que quisimos enviarles para que tuvieran cabal conocimiento de qué fue presentado a esta Comisión, 
primero surge que hay realmente una formalidad desde el llamado del Diario Oficial y, después, algunos inconvenientes que creo 
no son culpa de los profesores de Educación Física. Quienes tenemos parientes maestros, profesores de Educación Física O 
inspectores sabemos bien -lo sabe el profesor- que los concursos son de una absoluta seriedad, desprendidos de todo lo que tiene 
que ver con la parte política, y en este caso en especial, tenemos la firma de dos Ministros de Gobiernos diferentes. Pero a 
nosotros nos quedan algunas dudas, principalmente en cuanto al perjuicio que esto va a traer -como decía el profesor Irureta- a los 
inspectores que están ocupando esos cargos hace un tiempo, que por lógica dejan un cargo y asumen otro con diferente rol, con 
diferente sueldo, con diferentes perspectivas de vida y eso los va a retrotraer a una posición anterior en cargos que ya no existen 
porque no fueron recurridos los que ellos dejaron vacantes. Este es un problema muy serio. 


Para nosotros, la posición que teníamos en un principio fue contestada con ese cariño que ustedes le han puesto al tema porque 
creo que acá hay un factor humano muy importante, teniendo en cuenta la situación de todos aquellos que asumen los cargos - 
luego de enormes sacrificios de estudio, etcétera- y de un momento a otro los pierden, como lo he visto en un documento que recibí 
recién en el día de ayer sobre la última resolución de Presidencia de la República, haciendo que el concurso realmente caiga. Pero 
acá hubo problemas que no son de los inspectores actuales. 


En el Diario Oficial está publicado el primer llamado en el que se establecen los cargos por departamento, etcétera. Creo que, en el 
concepto primario, esto apuntaba a resolver un problema como, por ejemplo, el de un profesor o inspector que ocupaba un cargo - 
pongo el caso de Artigas, que es lejano- a 600 kilómetros de distancia, con un sueldo que no es acorde con lo que debería ganar - 
en eso estamos todos de acuerdo- y tenía que desplazarse esa distancia, lo que tiene serios inconvenientes. Entonces, creo que la 
decisión de que esto se hiciera por departamento posibilitaba a aquellos que creían que realmente les iba a ser favorable porque, 
por ejemplo, vivían en un departamento cercano, lo pudieran hacer. Pero esa segunda publicación, la que corrige, no fue hecha en 
el Diario Oficial. Por lo tanto, hay una serie de inconvenientes y dejo sentada mi enorme preocupación -como la tienen ustedes- y la 
alegría de que el Ministro los vaya a recibir hoy a la hora 13, que era una de las inquietudes manifestadas porque nunca habían 
sido recibidos por él. Entiendo que es imposible atender todo. Yo manifesté a la delegación -está en la versión taquigráfica- 
inclusive personalmente, que precisamente la época no es muy buena para que el Ministro esté en estos temas porque está 
enfrentando asuntos con enormes dificultades. Inclusive, hemos hecho un planteo por el tema del perjuicio al turismo en cuanto a 
todo lo que está sucediendo en Fray Bentos. Estuvimos recorriendo Argentina y cuando vinimos, no sabíamos por dónde íbamos a 
cruzar. Obviamente, es un problema muy serio. Estoy contento porque parece que, según las últimas versiones, ese tema se 
estaría solucionando. 


Nosotros realmente teníamos la esperanza de que se pudiera adoptar ese tipo de solución que planteaba el profesor Irureta, es 
decir, cargos vacantes que pudieran ser ocupados por otras personas, porque -si no entendí mal- de cuatro personas, solo una se 
rehusó a dejar sin efecto el recurso contra el concurso. ¿Es así? ¿Entendí bien? 


SEÑOR IRURETA.- Acá estamos hablando de más de quince personas en el total de los cuatro recursos presentados. 


El recurso fallado en primer término, el del 3 de noviembre, fue presentado por cinco docentes, de los cuales uno, en el transcurso 
del año 2005 presentó por nota -consta en el expediente- su renuncia al recurso presentado, es decir, se desvinculó del tema. En 
realidad, esos recursos son cinco y, aunque fueron presentados en forma individual están unidos y tratados como uno solo, dado 
que son exactamente iguales, los representa la misma doctora y tienen el mismo texto. Una de las personas renunció al recurso 
presentado. No sé si usted se refería a esa situación, señor Diputado Signorelli. Este caso es la única renuncia a los recursos. 


SEÑOR SIGNORELLI.- En las expresiones anteriores me quedó la impresión inversa, es decir que solo una persona se había 
negado a no recurrir. 


SEÑOR IRURETA.- Quizás haya habido alguna confusión en esto. Al hablar de las reuniones que mantuvimos con los cuatro 
doctores que representaban a cada uno de los grupos de recurrentes, dije "una persona" cuando hablaba de un abogado. En este 
caso, uno de los abogados, representante de ocho recurrentes, manifestó que sus representados no estaban de acuerdo con 
negociar otra cosa que no fuera la caída del concurso. Es decir que si no se acataba el fallo de Presidencia de la República, ellos 
iban a reclamar que así fuera. Por lo tanto, no hubo posibilidades de buscar una salida negociada de otra naturaleza. Como 
ustedes comprenderán, intelectualmente hemos hecho un trabajo de ingeniería para buscar una posible solución porque acá no 
están involucrados solamente los que han recurrido y las personas que se reunieron con ustedes, es decir el grupo de inspectores 
que ascendió, sino también aquellos que no habiendo ascendido, tampoco recurrieron, aunque podrían estar implicados en esta 
situación. Es decir que el paquete que debemos pensar abarca a la totalidad de las personas que se presentaron a este llamado a 
concurso. Es más: teóricamente, abarca no solamente a ellos sino también a todos aquellos que en octubre de 2003 hubieran 
estado en condiciones de presentarse al llamado y no lo hicieron. Hoy, ante la eventualidad de una modificación negociada, 
cualquiera de esas personas podría decir: "Un momento, yo no me presenté porque esto estaba de esta manera. Pero si se hubiera 
hecho de esta manera, hace dos años, me habría presentado". Es muy difícil buscar una solución que contemple todas estas 
situaciones porque cada una de ellas despierta nuevas posibilidades. De manera que realmente ha sido muy difícil lograr un 
acuerdo que contemplara este espectro tan amplio; créaseme que en verdad esto es muy complicado. 


Por eso, en principio, la única posibilidad es que no nos veamos enfrentados a los concursos; si estos caen, por supuesto que 
quien los interpone tendrá una óptica de un acuerdo de otra naturaleza. Por nuestra parte, como integrantes de la Administración 
debemos tener la firma de quienes renuncian, con la expectativa de abrir otros acuerdos; pero estos deben contemplar a la 
totalidad del espectro: en este caso, el universo es amplio. Ahora bien; yo me referí a una persona, en este caso, al abogado. 


SEÑOR SIGNORELLI.- De acuerdo a lo que observamos en todo este expediente, hay modificaciones e interpretaciones que no 
condicen con el texto publicado en el Diario Oficial. Eso es clarísimo y ustedes también lo han manifestado. Quiere decir que el 
único texto que hay es el que fue publicado en el Diario Oficial. 


También nos parece que en los reclamos presentados -hemos leído uno o dos- queda de manifiesto el desconocimiento del 
reglamento de concurso docente vigente. 


El profesor lrureta nos decía que son todos iguales. Por eso no había entendido que cuando se refería a una persona, no aludía a 
una de las que impugnaba sino a un abogado que representaba a otra persona. 


La resolución 311/03 dispone el llamado a concurso por méritos y oposición para la provisión de diez vacantes reales y ocho 
eventuales para el cargo de Inspector Escalafón Docente, tal como fue explicado. 


Y en el llamado publicado en el Diario Oficial y en la cartelera del Departamento de Concursos, se dice que las diez vacantes reales 
se desempeñarán en Canelones, Treinta y Tres, Soriano, etctétera. Esto queda claro porque en el recurso se hace mención a ese 
tema. 


En algún momento se dice que los recurrentes se agravian expresando que se les obligó a inscribirse por un solo departamento y 
que ante la queja de los postulantes, seis días antes del concurso, el 11 de noviembre de 2003, la Administración dictó la 
Resolución N* 375/03, en la que se aclaraba que la inscripción era solo para un departamento, la que no les fue notificada 
personalmente. 


En el Capítulo ll, artículo 4”, "Llamado a Inscripciones", se dice que "El llamado a inscripciones se hará conocer por el Diario 
Oficial", cosa que no se hizo. Y en el artículo 5” se expresa que se ajustará a ciertas normas: se establecerá la caracterización 
presupuestal del grado o cargo del escalafón, el destino donde será desempeñado y se establecerán los requisitos a cumplir para 
la inscripción y el lugar donde recabar la información general y particular del concurso. 


Seis días antes del concurso, la Administración dictó la Resolución N* 375/03. Los inspectores opinan que la aclaración fue 
realizada durante el período de inscripción -se menciona el 11 de noviembre de 2003- comenzando la primera prueba de oposición 
el 15 de marzo de 2004. Asimismo se expresa que la misma resolución no fue notificada personalmente. 


También se afirma que el concurso dio lugar a injusticias en cuanto a la adjudicación de los cargos y las vacantes. En ese sentido 
opinan que las injusticias que se manifiestan no son de buena fe, no son comprobables y expresan que desconocen cuáles son. 
Precisamente esa es la pregunta que queremos hacer. 


Se dice que las vacantes y los cargos ya estaban definidos desde la publicación en el Diario Oficial. Luego de conocerse el fallo 
final, los docentes recurrentes toman conocimiento de que no accedían a los cargos por no obtener el puntaje suficiente para ello. 


La pregunta que queremos formular es cómo se va a solucionar la situación de todos quienes asumieron los cargos que antes 
ocupaban estos inspectores. El profesor Irureta nos dice que se va a dejar un tiempo de espera, pero no sé con qué fin. ¿Qué va a 
pasar con estas personas que perdieron sus cargos, respondiendo de buena fe a un llamado publicado en el Diario Oficial? 
Adviértase que no hubo otra aclaración por parte de quienes debían hacerla y que eso no es culpa de los inspectores. 


Asimismo, los recurrentes expresan que nunca se les notificó personalmente la integración del Tribunal. En este sentido, el artículo 
10%, que figura en el Capítulo lll del Reglamento de Concurso Docente, dice: "Cada concursante tiene la obligación, por sí o por 
apoderado en forma, de notificarse personalmente en la Sección Concursos, por intermedio del Tribunal respectivo, sobre todas las 
instancias del concurso". Las recusaciones e inhibiciones se rigen por el artículo 28 de dicho reglamento. 


Por otra parte, solicitan que se labre la correspondiente acta final con el resultado final del concurso, con las notas adjudicadas a 
cada concursante, en una lista única, sin especificaciones por departamento. Nosotros decimos que esa solicitud no corresponde 
ya que el llamado y la aclaración se realizaron durante el período de inscripción para el concurso por departamento, tal como 
señalamos anteriormente. 


Tendría una serie de preguntas más para formular, pero me he quedado con el concepto de que el señor Ministro y sus asesores 
están muy preocupados por este tema y simplemente queríamos hacer algunas aclaraciones. Seguramente, en la reunión que se 
efectuará hoy a la hora 13, tendrán la posibilidad de analizar todo esto con los propios interesados. 


Esta Comisión pretende que no se cree un precedente con la anulación de un concurso. Yo no sé si esto se me podrá contestar o 
no, pero de acuerdo a las averiguaciones que he realizado, nunca se ha suspendido un concurso. Tengo la absoluta seguridad, y lo 
sabe el profesor Irureta, de que en este país, en toda el área de la enseñanza -supongo que también en esta- los concursos se 
desarrollan con total seriedad. 


Sé que ustedes están enfrentando un problema muy difícil. Personalmente, nos ha quedado una enorme satisfacción por la manera 
en que se nos ha presentado el tema, con la sensibilidad que esperábamos. 


No obstante, les pido que traten de tomarse una pausa para ver si se puede encontrar una solución, tratando de evitar que estas 
personas se queden sin sus cargos porque, en definitiva, pasarían a estar en una bolsa de personas en espera. Si después no 
ganaran el concurso, ¿cómo harían para recuperar su antiguo cargo? 


Reitero que este es un problema difícil que preocupa mucho a la Comisión. De acuerdo con lo que es de nuestro conocimiento - 
aclaro que no somos especialistas en este tema- queríamos trasmitirles nuestra preocupación para que en el futuro las personas 
que se presenten a otros concursos no se vean enfrentadas a un problema como este. 


Finalmente, me gustaría que me contesten si conocen algún precedente sobre una situación similar a esta. Recuérdase que este 
concurso estaba en su primera etapa y lo único que salió fue la publicación en el Diario Oficial; en mi criterio se cumplieron todos 
los requisitos. 


Nuevamente queremos agradecer profundamente al señor Ministro por haber acudido en persona a este ámbito, acompañado por 
las máximas autoridades en esta materia. Sea cual fuera vuestra respuesta, nos iremos muy conformes de esta reunión porque 
sabemos que están tan preocupados como nosotros por este asunto. 


SEÑOR IRURETA.- Me gustaría hacer hincapié en un hecho que para nosotros es relevante. Creo que a todas luces es claro -por 
eso fuimos haciendo una cronología de los hechos- que no tuvimos posibilidad de intervención de ninguna naturaleza en el proceso 
de estos recursos y en el llamado a concurso. Creo que es importante señalar esto porque uno empieza a tener la tentación de 
opinar acerca de los pormenores del llamado, pero se trata de situaciones sobre las que no tuvimos injerencia de ningún tipo; ni 
siquiera uno de nosotros estaba presente en el momento en que los hechos ocurrían. Por lo tanto, todos podemos entender y 
compartir que es una situación muy delicada abrir juicios u opiniones acerca de los hechos cuando nosotros no estábamos en ese 
momento en ese lugar. Existe la tentación de ponerse de un lado o del otro, y de decir que tal procedimiento fue bueno o 
equivocado, pero nosotros no queremos entrar en ese análisis porque creo que como Administración no nos corresponde analizar 
esos hechos, pues ya lo hicieron la Asesoría Jurídica del Ministerio de Deporte y Juventud y los jerarcas del Ministerio en su 
momento, y luego la Asesoría Jurídica de la Presidencia de la República. Los fallos son encontrados, pero eso es inherente a la 
Justicia. Los resultados pueden dar en una dirección o en otra, pero nosotros no tuvimos intervención de ninguna naturaleza. 
Entendemos el drama que desde el punto de vista humano representa para quienes concursaron ver caer hoy esa posición que 
habían obtenido, pero también podríamos decir que entendemos el drama que significa para quienes se sienten perjudicados por la 
forma en que se realizó ese concurso. 


En muchas de las entrevistas que mantuvimos, sobre todo con los docentes que se reunieron con ustedes, surgió la tentación de 
valorar éticamente todo lo ocurrido. No hicimos ni vamos a hacer valoraciones éticas sobre las personas, tanto de la Administración 
como de los concursantes, porque no nos corresponde. No es cometido de la Administración entrar en valoraciones éticas. 


En cuanto a lo que mencionaba el señor Legislador sobre la injusticia, debemos decir que es probable que todo esto tenga grados 
de injusticia según como se mire. Cada uno de los participantes en el tema lo mira de acuerdo con sus intereses. Es muy difícil 
tener objetividad y, reitero, a nosotros no nos corresponde enmarcarla. Nosotros debemos cumplir con el fallo emitido. 


Ante la pregunta de qué va a pasar con los docentes que hoy ocupan los cargos de aquellos que en su momento ascendieron, 
debo decir que el segundo concurso no fue objeto de ningún recurso. Por lo tanto, no tenemos nada que hacer frente a esa 
situación. Explicamos que vamos a pedir la suspensión de la ejecución del fallo hasta tanto sea sustanciado el nuevo concurso. 
Vamos a pedir a la Asesoría Jurídica de la Presidencia de la República que respecto a los fallos que anulan el concurso, nos sea 
permitido suspender la ejecución del mismo -no anularlo, sino suspenderlo- hasta que efectuemos el nuevo llamado. Con esto 
vamos a conseguir que estos inspectores de los que estamos hablando continúen en sus cargos. Van a seguir cumpliendo con sus 
funciones de inspectores y cobrando el sueldo acorde a su función hasta que se haga un nuevo llamado y culmine. Esto ya lo 
hemos hablado con la Presidencia de la República y es una posibilidad que existe. Por lo tanto, es una solución, aunque no 
definitiva, pero es un paliativo a este problema al que estamos enfrentados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con el señor Legislador Signorelli en cuanto a que esta Administración no tiene nada que ver, 
sobre todo la del Ministerio. El tema es producto de un recurso que se presentó en el período pasado. Además, actuó la Asesoría 
Jurídica de la Presidencia y de ahí viene un fallo que el Ministerio tiene que acatar. Eso me queda muy claro y nos alegra, sobre 
todo por el relacionamiento personal que tenemos con el señor Ministro. Además, queremos decir en la Comisión, que el señor 
Ministro siempre está dispuesto a recibir a las delegaciones, lo que demuestra que no ha cambiado su actitud tradicional, que 
conocemos por nuestra amistad durante tantos años. 


Lo cierto es que quienes no tenemos formación jurídica pensamos que la Asesoría Jurídica de la Presidencia ha generado un 
problema enorme en la Administración. Puedo decirlo yo, no es necesario que lo digan ustedes. Creo que se había cumplido con el 
requisito de que el concurso fuera por departamentos, por lo que me parece que esto ha generado una exageración, máxime 
cuando la Asesoría Jurídica del Ministerio está diciendo que no hace lugar al recurso. La verdad es que el recurso fue a Presidencia 
y tuvo un fallo. Frente a esta situación, hay que acatar, y me parece buena la solución que plantea el Ministerio: suspender el fallo, 
que continúen trabajando y hacer un nuevo llamado. Si no, vamos a lesionar a más gente, porque tendríamos que correr a todo el 
mundo para atrás. Todos los que iban a ascender se verían perjudicados por una situación en la que no tienen nada que ver. 
Además, no sé qué pasa -es la pregunta que quiero hacer- si esta gente, frente a un nuevo concurso presenta un recurso frente al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. ¿Tiene efecto suspensivo? Lo habíamos hablado con la delegación y no sabíamos qué 
podía ocurrir. Entonces, ¿vamos a hacer un nuevo concurso frente a un recurso presentado en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que puede tirar abajo el segundo concurso? No sé, entre recursos y recursos nos vamos metiendo en una maraña. 
Soy partidario de los concursos, pero frente a estas situaciones uno se pregunta si no es mejor ir por el atajo, no con criterios 
políticos, pero para no entrar en esta maraña o laberinto del que no se sabe cómo se puede salir. Entonces, la pregunta concreta 
es qué pasa frente a esta eventualidad de que estas personas presenten un recurso frente al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. ¿La Administración está en condiciones de hacer un segundo llamado, o tiene que esperar el fallo del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo frente a este recurso para luego hacer un llamado? No compliquemos más la situación. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quisiera saber qué pasa si alguno de estos inspectores pierde el concurso. ¿A qué cargo van? 


Tengo el expediente del 1” de diciembre de 2004 en el que el señor Ministro Bordaberry dice que se desestima el recurso de 
revocación interpuesto contra la resolución 175/04 del 3 de junio de 2004. Si entendí bien, en una primera instancia, el señor 
Ministro desestima todo lo anterior. Es un lío enorme. 


Concretamente, quiero saber si alguna de las dieciocho personas pierde el concurso. ¿Vuelve a su cargo anterior, que ya está 
ocupado por otra persona que hizo un concurso? 


En este tiempo de espera, siendo dieciocho cargos ¿no hay necesidad de tener más inspectores y compatibilizar el hecho de la 
creación de cargos que permita solucionar este tema? 


Como decía el señor Presidente, ¿estos precedentes no crean serios problemas que luego puedan hacer dudar a los futuros 
concursantes? Porque ellos se basan en algo absolutamente legal; han seguido las reglas y, en lo personal, me han dejado 
convencido de que ha sido un concurso de una enorme seriedad. En las charlas personales que hemos mantenido, nos han dicho 
que entre ellos hay personas de todos los partidos políticos, por lo que acá no hay mezclado nada más que el hecho puntual de 
haber ejercido un concurso -son orgullo del Uruguay- y que, por distintos motivos que no son, en esencia, demasiado importantes, 
hay un hecho consumado. Ante la falta de personal en el área ¿no hay posibilidades de solucionar este tema de alguna manera? 


La decisión del señor Ministro en primera instancia de no dar lugar a la revocación ¿no es bien influyente ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo? 


Estas son las preguntas que queríamos formular por no ser personas especializadas en el tema. 


SEÑORA LAMAS.- Con respecto a los precedentes de anulación, desde que estoy en la ex Comisión Nacional de Educación 
Física nunca había habido un antecedente así. La prueba está en que cuando el ex Ministro Bordaberry no hace lugar al recurso de 
revocación se entiende que estaba formalmente bien, que había sido una aclaración mínima pero que se habían cumplido los 
requisitos; sin embargo se franqueó el recurso jerárquico. Fue ahí que la División Jurídica de Presidencia falló más allá de lo pedido 
por los recurrentes, que simplemente solicitaban la lista única y algunas aclaraciones. Presidencia entendió que el efecto era muy 
grave y falló mucho más allá. Eso nos generó todos los problemas y averiguaciones que estamos haciendo ahora. 


En cuanto a la pregunta relativa al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el abogado de algunas de las personas que vinieron 
aquí anunció que iban a interponer el recurso de anulación ante el Tribunal de Cuentas apenas fueran notificadas. También iban a 
solicitar la suspensión de la ejecución del acto; depende del Tribunal si la concede o no. 


SEÑOR PRESIDENTE..- ¿El recurso ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo frenaría la posibilidad del segundo llamado a 
concurso? 


SEÑORA LAMAS.- Habría que ver cuál es el fallo final, pero es el Tribunal el que va a decidir si se suspende la ejecución del acto y 
con qué efecto. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Hemos extractado lo que quiere este grupo de Inspectores ascendidos que hoy están ocupando los cargos. 
Textualmente, dice:: "De acuerdo a lo preceptuado por el Art. 41... sobre vicios formales...'.- Todos los supuestos vicios 
anteriormente expuestos fueron desestimados por el Tribunal de Concurso y la División Jurídica del organismo.- Hoy solicitamos 
nuevamente que se investigue con datos fehacientes, tangibles dichos supuestos vicios, ya que se carecen de documentos 
probatorios que avalen lo expuesto.- 'Que en consecuencia, en atención a los vicios formales señalados, corresponde hacer lugar a 
los recursos jerárquicos interpuestos, declarando la nulidad de lo actuado'.- Opinamos los Inspectores: Se aceptan los vicios 
denunciados sin una investigación seria y detallada previo a dictaminar la nulidad del concurso.- Amparados en el Decreto 500, se 
observa que no se acompañan las denuncias con documentos probatorios que avalen lo expuesto". 


Esto me parece importante porque lo que se está pidiendo, con mucha racionalidad, es una investigación profunda del tema. 
Mientras se hace un nuevo llamado a concurso -esto coincide con lo que ustedes están planteando a la Comisión- se podría hacer 
esa investigación, si hay tiempo. La doctora sabe bien que los tiempos jurídicos son complicados y a veces no se puede dar 
marcha atrás algunas resoluciones, pero en lo posible pedimos que este concepto de hacer una investigación profunda y presentar 
pruebas, pueda plasmarse. 


SEÑOR IRURETA.- En principio, voy a contestar la consulta que se hacía con relación a los posibles cargos o a las necesidades 
que hubiera. 


En realidad, estamos enfrentados a dos problemas. El primero es que no tenemos más vacantes en este momento, 
fundamentalmente para el cargo de Inspectores, pero tampoco de Jefes de Servicio, o hay una o dos. El segundo problema 
consiste en que el universo de personas involucradas en este tema es muy amplio. Entonces, no es tan sencillo decir que en el 
caso de que hubiera vacantes, estas van a parar a tal o cual lugar. Hay que reordenar todo esto sobre la base de nuevos supuestos 
que no están planteados, con lo cual nos cambiaría mucho el panorama. Si tuviéramos una sola persona con un problema, le 
daríamos el cargo a esa persona y se acabaría el problema, pero no es así; la situación es mucho más compleja. 


Por otra parte, debemos decir que esta nueva Administración no se ha visto enfrentada a este problema en exclusivo -como todas 
las Administraciones nuevas- sino que se ha visto enfrentada a situaciones complejas de distinta índole, no solo respecto a 
llamados a concursos sino a la Administración en general. Se están tomando medidas para el reordenamiento de aquellas 
situaciones que aparecen como irregulares. La Administración es mucho más que este llamado a concurso, aunque compartimos 
plenamente la histórica garantía que han tenido los concursos en el Estado uruguayo. Si ha habido irregularidades que a juicio de 
los juristas son insubsanables, es un problema que excede nuestras posibilidades. Estamos enfrentando este problema y buscando 
soluciones, pero no es el único ámbito donde tenemos irregularidades. Estamos tratando de reordenar el funcionamiento de todo el 
Ministerio desde el punto de vista administrativo, en este caso de la unidad ejecutora de deporte. Por supuesto que hemos 
procedido a tratar de corregir aquellas cosas más urgentes o graves a las que nos hemos enfrentado y seguiremos en ese camino. 


En este caso también debemos decir que la persona que estaba más directamente involucrada ya no está en el Ministerio, porque 
se trataba de un pase en comisión, y tenía que ver con los recursos humanos. Entendamos que cualquier proceso administrativo, 
salvo casos muy particulares, no involucra a una sola persona sino a un funcionamiento general. Ante la eventualidad, ya estamos 
pensando que tenemos que hacer este llamado a concurso así como otro de ingreso para cubrir vacantes. Por supuesto que 
estamos prestando especial cuidado y atención para que esto se haga de tal manera que no nos veamos enfrentados a estas 
situaciones. Estamos tomando todas las providencias del caso. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Faltó responder qué va a pasar con aquellos que pierdan el concurso, si se hace nuevamente. ¿Se les va a 
devolver el cargo que tenían? 


SEÑOR IRURETA.- No hay otra solución. En la medida en que el concurso caiga, ellos van a pasar a ser Jefes de Servicio, que era 
el cargo que tenían anteriormente. Como no tenemos vacantes, ante la eventualidad de que las personas que hayan ascendido a 
Inspectores, ahora en este nuevo llamado a concurso no asciendan, y deban quedar en su cargo anterior, vamos a estar 
enfrentados a un problema. Vamos a tener personas con un cargo que no está vacante. También es cierto que no tenemos chance 
de escaparnos de esa situación, no tenemos otra alternativa. Tendremos que buscar -suponemos que con el auxilio de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil o de la Asesoría de la Presidencia de la República- alguna solución ante esa situación. Pero también 
convengamos que, en todo caso, como administración estaremos minimizando la problemática, ya que si hoy podría plantearse 
para más de sesenta personas, seguramente la podremos reducir a uno o dos casos, o los que sean. 


SEÑOR MASEDA.- Agradezco la presencia del señor Ministro y sus asesores. 


Creo que este problema está directamente relacionado con las consecuencias que tendrá. En ese sentido, me quedo con las 
palabras del señor Ministro quien afirmó que las dos partes están de rehén. 


Tuvimos contacto con los inspectores -quienes nos plantearon su reclamo, que creo legítimo- y el Ministerio tuvo la ventaja de leer - 
me parece bueno- la versión taquigráfica donde figura lo que expresaron en la Subcomisión para tener una opinión concreta sobre 
este tema. Por lo que se ha planteado, creo que se trata de un problema complejo, y por eso afirmé que será un tema de continuas 
consecuencias. Entonces, tampoco podemos buscar soluciones personales, ya que sería imposible, porque se ha interpuesto un 
recurso y existe un fallo jurídico, que hay que respetar, pero igualmente hay que encontrar soluciones. 


Hoy el Ministerio se reunirá con los inspectores. En ese sentido, creo que sería bueno que la Subcomisión comunique a los 
inspectores la reunión que tendrá en el Ministerio, objetivo de intermediación que forma parte de nuestras potestades. Corresponde 
destacar que luego de la presencia de los inspectores y del señor Ministro en la Subcomisión, el Ministerio los recibirá rápidamente 
para explicar lo que sea necesario. Fuera del hecho de que lo que explique el señor Ministro esté de acuerdo o no con los intereses 
de los inspectores, por lo menos el Ministerio entablará un diálogo que creemos es bueno, lo que permitirá a la administración 
explicar las limitaciones que tiene para resolver este problema. 


Esto es bueno porque permitirá retomar un diálogo y disipar algunas dudas, tal como se planteaba en la versión taquigráfica sobre 
el comportamiento de la administración desde el punto de vista ético. El Ministerio tendrá la oportunidad de aclarar a las partes su 
posición, lo que permitirá, por lo menos en su funcionamiento interno -el problema lo tiene el Ministerio no el Poder Legislativo- 
mejorar la situación, porque luego serán ustedes quienes tendrán que convivir con este problema y encontrar una solución, ya que 
podría existir lesión de derechos, por ejemplo, con un nuevo llamado a concurso. Por lo tanto, tendrá que encontrarse una solución 
que no genere problemas ni consecuencias interminables. 


Por otra parte, creo que el Ministerio tiene claro que debe agotar los mecanismos que permitan encontrar la solución, que sin duda 
sería que los mismos profesores de educación física ganaran el concurso -situación en la que no existiría ningún tipo de problema- 
pero eso sería como ganar el 5 de Oro. Nos preocupaba, sobre todo, que los inspectores dijeran que no habían podido 
comunicarse con el señor Ministro. En tal sentido, nos satisface plenamente la presencia del titular de esta Cartera en esta 
Subcomisión, y que hoy de tarde se inicie este diálogo tan importante para una de las partes perjudicadas. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Estamos hablando de 18 cargos. En la eventualidad de que una cantidad importante de los actuales 
inspectores no acceda a los cargos, habrá una cantidad importante de retornos a jefes de servicio, cargos que hoy están ocupados. 
Entonces, queremos saber si se crearán nuevos cargos de jefes de servicio para aquellos que ya lo ocupaban. 


Por otra parte, estos inspectores hace un año y medio que están ocupando el cargo, por lo que también nos preocupa que sus fojas 
de servicio sean afectadas, sin que ellos no tengan culpa. 


Si entendí bien al profesor Irureta, se estima que habrá mucho más personas en condiciones de presentarse al concurso, por lo 
que cambiará todo el escenario en el que rindieron el primer concurso. Quiero saber si esto es así. 


SEÑOR IRURETA.- Aclaro que estamos pensando que el llamado a concurso se haga previendo el mismo escenario de octubre de 
2003, es decir, que se puedan presentar solo aquellos que pudieron hacerlo en aquel momento, y nadie más. El ascenso a jefes de 
servicio que se hizo concomitantemente con este concurso, no habilitará para presentarse a estos nuevos jefes de servicio; quienes 
en aquel momento no eran jefes de servicio, no podrán presentarse. El llamado se hará con las mismas características que en 
octubre de 2003 en cuanto a quiénes podrán presentarse. Tal vez haya confundido a alguien cuando afirmé que el universo podría 
ser un poco más amplio porque, por ejemplo, quien no se presentó en aquella oportunidad, y estaba en condiciones de hacerlo, 
podría presentarse, pero convengamos que esos casos serán absolutamente mínimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la actitud del Ministerio de acercar las partes ha sido buena. Si bien discrepo con el fallo de la 
Jurídica de Presidencia, creo que los esfuerzos del Ministerio de acercar a las partes demuestran su voluntad de salir del problema 
y su buena disposición. 


Claro está que no se puede obligar a todo el mundo a aceptar lo que a su entender lesionaría sus derechos. Por ejemplo, el 
abogado que representa a ocho personas y se negó a buscar un entendimiento, arriesga algo mayor, porque si estos inspectores 
recurren al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y este les da la razón o revoca la posición de Presidencia, quedará 
absolutamente sin nada. Como abogado me parece que las transacciones a veces son buenas, y la intención de la administración 
es buena al querer solucionar este problema. 


También es buena la solución del Ministerio al suspender el fallo y formular un segundo llamado a concurso, porque si después se 
recurre al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el problema se dirimirá en este ámbito y nosotros esperaremos ese fallo. Sin 
embargo, si no se presentan recursos ante el Tribunal, el Ministerio hace bien en suspender el fallo y realizar un segundo llamado, 
con los riesgos que comentó el señor Diputado Signorelli, y alguno más. No se pueden solucionar todos los problemas. 


Es bueno que el señor Ministro reciba a los inspectores para que comprueben que no existía ningún problema en recibirlos, pero no 
habrá instancias de diálogo con las otras partes porque las posiciones están radicalizadas. Esto va al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y no tiene otra solución. Luego, informaremos a los inspectores en el Parlamento y se termina la instancia de 
acercamiento porque no la hay entre ellos. Por lo menos, hay un abogado que representa a ocho recurrentes que no está dispuesto 
a sentarse a negociar. 


El asentimiento de la delegación me confirma que estas reflexiones están en el camino correcto y que entendí bien la solución. 


Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio de Turismo y Deporte, ya que nos interesaba conocer cómo se están 
manejando estas cosas que tienen que ver con la protección de los derechos de la gente. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 46) 


Linea del die de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


